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Capítulo segundo

LOS DERECHOS ARCO

I. La protección de los derechos ARCO 
en el ámbito de lo privado y lo público

Una vez entendidos los conceptos de privacidad, derecho a la pri-
vacidad y autodeterminación informativa, en la ruta para acer-
carnos al derecho al olvido se vuelve indispensable ahondar en 
el concepto de protección de datos personales y de los derechos 
ARCO. Para ello, se presenta un análisis conceptual y evolutivo 
de los distintos conceptos relacionados con los datos personales, 
así como de los antecedentes y vigencia del reconocimiento de su 
protección.

1. ¿Qué es un dato?

Podemos comenzar el análisis cuestionando qué es un dato y 
cómo podemos estudiarlo u observarlo para buscar su protección.

El dato es “la información en su dimensión más reducida”,73 
que a su vez es una información aislada, excluida de cualquier 
contexto interpretativo y singular, que tendrá un único valor pro-
pio e informativo intrínseco.

En ese sentido, los datos que son divulgados públicamente 
no afectan la vida de ninguna persona, pero el valor intrínseco 
extraíble de ellos puede ser devastador.

73		 Drummond, Víctor, Internet, privacidad y datos personales, trad. de Isabel Es-
pín Alba, Madrid, Reus, 2004, p. 49.
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Un aspecto que ha buscado explicar primeramente la teoría 
de las esferas, dividiendo la información de las personas en la 
esfera privada, la confidencial y la del secreto, así como poste-
riormente la teoría de los mosaicos, que señala que existe una 
delgada línea entre la información pública y la privada, pero que 
al juntarse pueden revelar gran información de la persona, como 
las piedras que forman un mosaico, es que en realidad no impor-
ta la categorización individual del dato, sino la relación que éste 
tiene con el individuo y lo que puede revelarnos de él.74

Es necesario distinguir entre dato e información, el primero 
es una especie de bloque de construcción de la información, y 
la segunda es el dato procesado, que revela su significado. En-
tonces, el dato es una pieza de información individualizada que 
puede no decir nada por sí sola, pero que una vez procesada pue-
de revelar información significativa sobre una persona, hecho o 
circunstancia.

2. ¿Qué es un dato personal?

Existen distintos ordenamientos nacionales e internacionales 
que han delimitado el concepto de dato personal.

a) En el inciso c del artículo 2.1 de los Estándares de Protec-
ción de Datos Personales para los Estados Iberoamerica-
nos se señala que los datos personales son “cualquier in-
formación concerniente a una persona física identificada 
o identificable, expresada en forma numérica, alfabética, 
gráfica, fotográfica, alfanumérica, acústica o de cualquier 
otro tipo”.75

74		 Cfr. Márquez Gómez, Daniel, “Derechos humanos: lo público y lo pri-
vado. Intimidad, privacidad y libertad de expresión”, en Cienfuegos Salgado, 
David y Rodríguez Lozano, Luis Gerardo (coords.), Temas selectos de derecho público 
contemporáneo, México, Universidad Autónoma de Nuevo León, El Colegio de 
Guerrero y Editora Laguna, 2012.

75		 Estándares de Protección de Datos Personales para los Estados Ibe-
roamericanos, capítulo 1, punto 2.1, inciso c, p. 8, disponible en: https://www.
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b) En el Convenio 108 del Consejo de Europa del 28 de ene-
ro de 1981 para la Protección de las Personas con respecto 
al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Per-
sonal se define como la información relativa a una perso-
na física identificada o identificable.76

c) El artículo 4 del Reglamento General de Protección de 
Datos de la Unión Europea (RGPD) refiere que los datos 
personales son toda la información sobre una persona físi-
ca identificada o identificable.77

d) En la opinión 4/2007 emitida por el Grupo de Trabajo so-
bre Protección de Datos del Artículo 29 se refiere que los 
datos personales también son aquellas piezas de informa-
ción individual que cuando son combinadas pueden llevar 
a la identificación de una persona.78

e) En la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Particulares (LFPDPPP) se definía “como 
cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable”.79

f) La Ley General de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de Sujetos Obligados (LGPDPPSO) señalaba que 
“datos personales son cualquier información concerniente 
a una persona física identificada o identificable. Se consi-
dera que una persona es identificable cuando su identidad 

infoem.org.mx/doc/publicaciones/EPDPEI_2017.pdf, consultado el 3 de marzo de 
2021.

76		 Cfr. artículo 2, inciso a, Convenio 108 del Consejo de Europa del 28 de 
enero de 1981 para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento 
Automatizado de Datos de Carácter Personal.

77		 Cfr. artículo 4, inciso 1, del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, 27 de abril de 2016.

78		 Cfr. Odlanicka-Poczobutt, Monika y Szyszka-Schuppik, Aleksandra, 
“The Right To Be Forgotten As an Element of  the Personal Data Protection 
System in the Organization”, Organization & Management Quarterly, vol. 51, núm. 
3, julio de 2020, pp. 57–71, DOI: 10.29119/1899-6116.2020.51.5, disponible 
en: KN-51Odlanicka-Poczobutt-Szyszka-Schuppik.pdf.

79		 Artículo 3, fracción V, LFPDPPP.
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pueda determinarse directa o indirectamente a través de 
cualquier información”.80

En suma, y a reserva de analizar posteriormente los alcances 
y elementos de las definiciones referidas y la normatividad del 
Estado mexicano, podemos concluir que dato personal es cual-
quier información que independientemente de su formato está 
relacionada con una persona identificada o identificable.

De igual forma, para revisar el concepto de dato personal 
podemos partir del análisis de los siguientes elementos.81

Esquema 3 
Elementos del dato personal

Fuente: Elaboración propia.

A. Cualquier información…

Referida en el sentido más amplio a efecto de otorgar la ma-
yor protección y pudiendo considerar, a su vez, la naturaleza de la 
información (incluida información objetiva, como el grado de es-
tudios, y subjetiva, como una evaluación de desempeño), su con-

80		 Artículo 3, fracción IX, LGPDPPSO.
81		 Cfr. Davara Fernández de Marcos, Isabel et al., op. cit., p. 212.

a. Cualquier información…

b. …concerniente a…

c. …una persona física...

d. ...identificada o identificable.
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tenido (sobre qué versa, por ejemplo, médica o académica) y el 
formato (numérica, alfabética, gráfica, fotográfica, alfanumérica, 
acústica o de cualquier otro tipo, en formato físico o digital).

B. …concerniente a…

Sobre este rubro es indispensable que los datos se vinculen 
con la persona.

Al respecto, el Grupo de Trabajo del Artículo 29 ha determi-
nado que “Dato se refiere a una persona si hace referencia a su 
identidad, sus características o su comportamiento o si esa infor-
mación se utiliza para determinar o influir en la manera en que 
se la trata o se la evalúa”.82

Para determinar si hay o no vinculación del dato con la per-
sona, el mismo Grupo de Trabajo ha señalado que deben existir 
un elemento de contenido, uno de finalidad o uno de resultado, 
explicados de la siguiente forma.

	— Elemento de contenido. Se acredita cuando se otorga infor-
mación concreta sobre una persona, independientemente 
de la finalidad o repercusiones del tratamiento de datos.

	— Elemento de finalidad. Se certifica cuando la información 
se utiliza, o podría utilizarse, en las circunstancias del 
caso para evaluar, tratar de cierta manera o influir en la 
situación o comportamiento de la persona.

	— Elemento de resultado. Se confirma cuando, pese a la au-
sencia de un elemento de contenido o de finalidad, la 
persona puede ser tratada de forma diferente por el tra-
tamiento de sus datos personales.

82		 Grupo de Trabajo del Artículo 29, Dictamen 4/2007 sobre el concepto 
de datos personales, adoptado el 20 de junio, disponible en: http://ec.europa.
eu/justice/article-29/documentation/opinion-recommendation/files/2007/wp136_es.pdf, 
consultado el 3 de marzo de 2024.
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Elementos que resultan fundamentales para cuestionarnos si 
un dato se relaciona o no con la persona y, por ende, configura 
un dato personal o solo un dato aislado.

C. …una persona física…

Sólo las personas físicas, como titulares de derechos y obli-
gaciones, pueden hacer valer este derecho, independientemente 
de que una persona moral o jurídica puede hacer valer la cali-
dad de confidencial de cierta información cuya titularidad co-
rresponda a sus socios, trabajadores y clientes, entre otros.

Aunado a esto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha señalado que las personas morales no son titulares 
de datos personales, pero que en algunos casos el contenido del 
derecho a la vida privada puede extenderse a la protección de 
cierta información de las personas jurídicas colectivas, al contar 
con información que, en caso de ser revelada, puede afectar su 
libre y correcto desarrollo.83

D. ...identificada o identificable

Para que un dato sea considerado personal es indispensable 
que exista una relación directa entre la información y la persona, 
en caso de que sea necesario realizar una averiguación mayor 
para acreditar este vínculo puede cuestionarse la existencia del 
dato como personal.

No obstante, al analizar si un dato se relaciona con la per-
sona deben considerarse los factores objetivos, tiempos y herra-
mientas necesarias para poder relacionarlo, en consideración de 
la tecnología disponible; por ejemplo, de primer momento el nú-
mero de credencial de elector de una persona podría no hacerla 

83		 Cfr. tesis aislada P. II/ 2014 (10a.), Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, enero de 2014.
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identificable, pero si se obtuviera acceso a la base de datos del 
Instituto Nacional Electoral —lo que ha ocurrido por su venta y 
filtraciones— podríamos identificarla, por lo que puede conside-
rarse un dato personal al poder ser relacionado con la persona 
titular.84

En conclusión, el dato personal es cualquier información que 
se vincula con una persona física identificada o identificable.

3. Protección de datos personales

Al hablar de protección de datos en el contexto actual po-
demos distinguir las siguientes dimensiones, entendiendo que el 
flujo de información que se crea y comparte a través de Internet 
se incrementa día con día.85

a) La protección de datos como una actividad de almacenaje 
y recuperación.

b) La protección de datos como una actividad de seguridad.
c) La protección de datos como una actividad de privacidad.

Las dimensiones identificados como a) y b) tienen una rela-
ción directa con la importancia de preservar la información para 
evitar su pérdida y asegurar su conservación y protección; sin 
embargo, la dimensión de actividad de protección de datos que 
tiene relación con el objeto de estudio de la presente obra es el de 
la protección de datos como una actividad de privacidad; lo ante-
rior en relación con el derecho a la privacidad y el ejercicio de la 
autodeterminación informativa, consistente en el derecho a ele-
gir la información sobre nosotros mismos que damos a conocer a 

84		 Cfr. García, Carina, “El INE investiga nueva filtración del padrón electo-
ral y presenta denuncia”, Expansión, 19 de julio de 2021, disponible en: https://
politica.expansion.mx/mexico/2021/07/19/el-ine-investiga-nueva-filtracion-del-padron-
electoral-y-presenta-denuncia, consultado el 3 de marzo de 2021.

85		 Cfr. Guise, Preston de, Data Protection: Ensuring Data Availability, Boca 
Ratón, Auerbach Publications, 2020.
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terceros y la posibilidad de construir nuestra propia personalidad 
en línea y también fuera del ciberespacio.

En ese sentido, se puede indicar que la protección de datos 
en relación con la privacidad tiene cada vez mayor atención, da-
dos los alcances y afectaciones que puede generar para los indi-
viduos el uso indebido de su información, así como la importan-
cia financiera de dichos datos para el desarrollo de la economía 
digital.

Por su parte, la protección de datos personales en específico 
y en relación con la privacidad se define como:

El derecho humano que protege a la persona física identificada 
o identificable frente al tratamiento ilícito de sus datos persona-
les, otorgándole, en la medida de lo posible dado el actual estado 
de la técnica, la facultad de decidir y controlar de manera libre 
e informada las condiciones y características del tratamiento de 
sus datos personales, permitiéndole, además, el ejercicio de de-
terminados derechos y medios de tutela jurídicos para garantía y 
eficacia práctica de estos últimos.86

De igual forma, resulta relevante la sentencia 292/2000 del 
Tribunal Constitucional español, la cual refiere a que el derecho 
de protección de datos personales se traduce en un poder de dis-
posición y control que forman parte del contenido del derecho 
humano a la protección de datos.

El derecho a la protección de datos personales es un derecho 
humano reconocido, autónomo e independiente, que habilita la 
autodeterminación informativa y permite a las personas físicas 
decidir, disponer y controlar, de manera libre e informada, el 
tratamiento de sus datos personales por parte de terceros. Impli-
ca el ejercicio de derechos de tutela específicos para asegurar su 
respeto y protección, como son los derechos ARCO.

Es innegable la correlación entre el derecho a la privacidad 
y el derecho a la protección de datos personales; sin embargo, la 

86		 Davara Fernández de Marcos, Isabel et al., op. cit., p. 687.
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regulación de datos personales es muy detallada, y sólo se relacio-
na con algunos aspectos de la información de las personas, por lo 
que no se puede afirmar que el objeto de tutela del derecho a la 
privacidad se agote con la protección de datos personales.87

A. Antecedentes y evolución

El concepto de protección de datos personales surge en la 
década de los setenta del siglo veinte, en el contexto de desarro-
llo de los sistemas de computación, principalmente en Europa, y 
con el objeto de proteger a los individuos titulares de datos per-
sonales, no así la información personal como un objeto o propie-
dad individual.88

En un inicio, el Comité de Ministros del Consejo de Europa 
emitió resoluciones entre 1973 y 1974 que señalaban los están-
dares mínimos relacionados con la información almacenada en 
bases de datos.89 En 1980, la OCDE introdujo las directrices que 
Regulan la Protección de la Privacidad y el Flujo Transfronterizo 
de Datos Personales, buscando establecer principios para evitar 
que las leyes de datos personales se convirtieran en un obstáculo 
para la actividad económica. 90 En ese año, la mitad de los Esta-
dos miembros de la OCDE ya habían emitido o formulado leyes 
de protección de datos.91

Posteriormente, el 28 de enero de 1981 se celebró el Conve-
nio 108 del Consejo de Europa para la Protección de las Personas 
con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter 
Personal, que tomaba como punto de partida una aproximación 

87		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 55.
88		 Cfr. Gutwirth, Serge; Ronald, Leenes y De Herte, Paul (eds.), Reloading 

Data Protection, Dordrecht, Springer Netherlands, 2014.
89		 Cfr. Lynskey, O., The Foundations of  EU Data Protection Law, Oxford, Oxford 

University Press, 2015, pp. 46-88.
90		 Idem.
91		 Cfr. Guise, Preston de, op. cit.
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a la privacidad como derecho humano, pero abarcaba sólo el 
tratamiento automatizado de datos y no el manual. En octubre 
de 1995 el Parlamento Europeo adoptó la Directiva 95/46/EC 
que consideraba el procesamiento manual y automático de datos 
en los sectores público y privado. Ulteriormente, en 2018 entró en 
vigor el RGPD, que tomó en consideración la evolución de la tec-
nología hasta ese momento y que ha impactado en países dentro 
y fuera de la Unión Europea por sus alcances extraterritoriales.92

B. Protección de datos personales en México

En México la protección de datos personales se introduce en 
2009; el dictamen de la Ley Federal de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de Particulares (LFPDPPP) señalaba:

Los avances tecnológicos repercuten generalmente de forma po-
sitiva en la calidad de vida del ser humano, mas sería ingenuo 
desconocer que también con ellos nacen nuevos conflictos e inte-
rrogantes a los que el derecho debe dar respuesta. La tecnología 
no ha de permanecer ajena al derecho ni, evidentemente, a la 
Constitución.

Por esa razón y desde hace décadas, cada vez más países 
aprueban nuevas leyes sobre privacidad o protección de datos, 
esto en atención al menor o mayor grado de importancia que a 
la privacidad se le asigne, ya que está ligada al pasado cultural e 
histórico de cada sociedad.93

Lo anterior refleja la preocupación del legislador por obtener 
una respuesta jurídica clara para los titulares de datos personales 
e incorporarse a la tendencia global de regular el tratamiento y 
uso de los datos personales.

92		 Cfr. Lynskey, O., op. cit.
93		 Dictamen con proyecto de Decreto por el que se Expide la Ley Fede-

ral de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, 28 de 
abril de 2009, disponible en: http://www3.diputados.gob.mx/camara/content/down-
load/226764/597201/file/datos_personales.pdf, consultado el 3 de marzo de 2021.
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En el caso de México, para Alfonso Oñate existen dos fun-
damentos constitucionales del derecho a la protección de datos 
personales.94

•	 En el artículo sexto constitucional, como un principio 
que se debe observar en el ejercicio del derecho de acce-
so a la información, como un límite a sus alcances.

•	 En el artículo 16, reconocido como un derecho humano 
independiente, oponible tanto ante las autoridades como 
ante los particulares.

En ese sentido, al momento de elaborar la investigación refe-
rida se encontraban vigentes distintas leyes sobre el tema.

	— Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública (LGTAIP), publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 4 de mayo de 2015, reglamentaria del artícu-
lo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y cuyo objeto era

establecer los principios, bases generales y procedimientos para 
garantizar el derecho de acceso a la información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los pode-
res Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos 
políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier 
persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos pú-
blicos o realice actos de autoridad de la Federación, las entidades 
federativas y los municipios.95

	— La LGPDPPSO, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 26 de enero de 2017, reglamentaria de los artícu-
los 6o., Base A, y 16, segundo párrafo, de la Constitución 

94		 Cfr. Manrique, Miguel, “Alfonso Oñate Laborde, ¿quién controla los da-
tos personales de los usuarios?”, El Mundo del Abogado, México, núm. 176, di-
ciembre de 2013, pp. 34-39.

95		 Artículo 1, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública.
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que tenía 
entre sus objetivos “establecer las bases mínimas y con-
diciones homogéneas que regirán el tratamiento de los 
datos personales y el ejercicio de los derechos ARCO, 
mediante procedimientos sencillos y expeditos”,96 y “ga-
rantizar que toda persona pueda ejercer el derecho a la 
protección de los datos personales”.97

	— La LFPDPPP, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 5 de julio de 2010, cuyo objeto era “la protección de 
los datos personales en posesión de los particulares, con 
la finalidad de regular su tratamiento legítimo, contro-
lado e informado, a efecto de garantizar la privacidad 
y el derecho a la autodeterminación informativa de las 
personas”.98

De la comparación podemos ver que las normas citadas bus-
caban referirse a la protección de datos personales en la doble di-
mensión reconocida por la Constitución, como un límite ante el 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública y como 
un derecho humano independiente que se relaciona con la priva-
cidad y el derecho a la autodeterminación informativa.

Cabe señalar que la LGPDPPSO establecía que son sujetos 
obligados a cumplir con dicha norma “en el ámbito federal, esta-
tal y municipal, cualquier autoridad, entidad, órgano y organis-
mo de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autó-
nomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos”,99 y la 
LFPDPPP era vinculante para “los particulares sean personas físi-
cas o morales de carácter privado que lleven a cabo el tratamiento 
de datos personales”,100 lo que establece un sistema de responsabi-
lidad para entes públicos y privados.

96		 Artículo 2, fracción II, LGPDPPSO.
97		 Ibidem, artículo 2.
98		 Ibidem, artículo 1.
99		 Ibidem, artículo 1, párrafo quinto.
100		 Ibidem, artículo 2.
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En dichos textos jurídicos se definían los datos personales 
como “cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable”.101 “Se considera que una persona 
es identificable cuando su identidad pueda determinarse directa 
o indirectamente a través de cualquier información”.102 Por su 
parte, la LGTAIP señalaba que “se considera información con-
fidencial la que contiene datos personales concernientes a una 
persona identificada o identificable”.103 Dichos instrumentos ju-
rídicos nos podían conducir a las siguientes dos interpretacio-
nes de la protección de datos personales por el sistema jurídico 
mexicano.

1) La protección de datos personales como limitante de los 
derechos de libertad de expresión y acceso a la información pú-
blica gubernamental, acorde con la LGTAIP.

Lo anterior debido a que, en términos de la LGTAIP, los da-
tos personales se relacionaban con información de carácter con-
fidencial, lo cual es una excepción o limitante al derecho de ac-
ceso a la información pública, ya que el acceso a la información 
puede ser negado por encontrarse clasificada en ese supuesto.

En cuanto a esta interpretación, Miguel Carbonell sostiene 
que lo que establece la Constitución “no es directamente un de-
recho, sino un mandato al legislador para que sea la ley la que 
proteja los bienes jurídicos que consisten en la vida privada y los 
datos personales”.104

Se trataba de un límite impuesto por el legislador a otros de-
rechos, a efecto de proteger un bien jurídico tutelado que son los 
datos personales de un individuo.

2) La protección de datos personales como un derecho huma-
no, reconocido por la Constitución, la LGPDPPSO y la LFPDPPP.

101		 Ibidem, artículo 3, fracción II.
102		 Ibidem, artículo 3, fracción IX.
103		 Artículo 116, fracción II, Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública.
104		 Carbonell, Miguel, Los derechos fundamentales en México, México, Porrúa, 

2011, p. 599.
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La protección de datos personales es un derecho humano au-
tónomo reconocido por la Constitución, que señala en el artículo 
6, apartado A, fracciones II y III, los siguientes principios y bases.

•	 La información que se refiere a la vida privada y los da-
tos personales será protegida en los términos y con las 
excepciones que fijen las leyes.

•	 Toda persona tendrá acceso a sus datos personales o a la 
rectificación de éstos.

El párrafo segundo del artículo 16 constitucional, adicionado 
el 1 de junio de 2009, reconoce el derecho que tiene toda persona 
a la protección de sus datos personales, así como al acceso, rec-
tificación, cancelación y oposición de éstos, que son conocidos, 
como ya se señaló anteriormente, como derechos ARCO.

Distinguir esta doble acepción de la protección de los datos 
personales en México se vuelve fundamental para entender la 
ponderación necesaria en cada caso, como límite al ejercicio de 
un derecho humano y como un ejercicio humano en sí mismo. No 
obstante, en el presente documento se busca principalmente ana-
lizar la protección de datos personales como un derecho humano 
reconocido e independiente y su relación con el llamado derecho 
al olvido. Colateralmente haré referencia al estudio de la protec-
ción de datos personales como límite al ejercicio del derecho hu-
mano de acceso a la información cuando esto sea necesario.

Cabe señalar que mediante la publicación en el Diario Oficial 
de la Federación el 20 de diciembre de 2024 del Decreto por el que 
se Reforman, Adicionan y Derogan Diversas Disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Ma-
teria de Simplificación Orgánica, se extinguió al Instituto Nacio-
nal de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales, y se promulgó posteriormente, el 20 de marzo 
de 2025 en el mismo Diario Oficial de la Federación, el Decreto por 
el que se Expiden la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, la LGPDPPSO, la LFPDPPP, y se refor-
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ma el artículo 37, fracción XV, de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, quedando abrogadas la LGTAIP, la 
LGPDPPSO y la LFPDPPP, así como la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública.

Las reformas tienen un profundo impacto en la continuidad 
de la protección, el respeto y la garantía del derecho a la protec-
ción de datos personales en nuestro país. Su análisis excede los 
límites de la presente investigación, que busca responder si en 
verdad el ejercicio del derecho al olvido se encontraba subsumi-
do al derecho de cancelación de datos personales. No obstante, 
los siguientes puntos del presente capítulo abren la puerta para 
continuar comparando los alcances e impactos que las reformas 
recientes tienen para el ejercicio de dicho derecho humano.

4. Los derechos ARCO

Una vez entendida la protección de datos personales confor-
me a su reconocimiento como derecho humano, es importante 
analizar los derechos ARCO como un elemento de dicha protec-
ción, al constituir la forma de ejercer este derecho, así como para 
poder analizar la correlación que se les atribuye, en específico, al 
derecho de cancelación y al derecho al olvido.

El ejercicio de la protección de los datos personales y el po-
der de las personas de controlar su información se garantiza con 
el ejercicio de los derechos ARCO,105 establecidos en el segundo 
párrafo del artículo 16 de la Constitución, que son el acceso, rec-
tificación, cancelación y oposición.

Los derechos ARCO son “una garantía del derecho de auto-
determinación de las personas como titulares de datos personales 
que les permite mantener el control y disponer de sus datos per-
sonales frente a los responsables pertenecientes al sector público 
y privado”.106

105		 Cfr. Manrique, Miguel, op. cit.
106		 Gómez, Sofía, “Derechos ARCO”, en Davara Fernández de Marcos, Isa-

bel (coord.), Diccionario de protección de datos personales, cit., p. 273.
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A continuación se explica el contenido y alcance de los lla-
mados derechos ARCO, tomando en consideración lo estableci-
do por la normatividad vigente en México al momento de reali-
zar la presente investigación,107 y en relación con el RGPD como 
punto de referencia actual en el avance y reconocimiento nor-
mativo de estos derechos relacionados, a efecto de concluir si el 
derecho al olvido está comprendido en el reconocimiento y ejer-
cicio de los derechos ARCO.

A. Acceso108

Sobre el derecho de acceso es importante señalar que se ejerce 
en una doble vía. Por un lado, el derecho de obtener información 
para determinados fines a partir de la recopilación de datos que 
son propios en un marco legal adecuado y, por otro, el derecho 
de acceder a la fuente responsable del manejo de dichos datos.109

Por su parte, en el RGPD el derecho de acceso tiene una rela-
ción directa con el consentimiento otorgado para el tratamiento 
de datos personales, pues se debe informar al titular de los datos 
personales:110

a. Los fines del tratamiento.
b. Las categorías de datos personales de que se trate.

107		 Cfr. Artículo 22, LFPDPPP, p. 6.
108		 Cfr. Guía práctica para ejercer el derecho de protección a datos persona-

les, pp. 8 y 9, disponible en: http://inicio.ifai.org.mx/Publicaciones/01GuiaPracticaEj
ercerelDerecho.pdf, consultado el 3 de marzo de 2021.

109		 Cfr. Tenorio Cueto, Guillermo y Rivero del Paso, María, “Análisis crítico 
de la protección de datos en México” Los datos personales en México, perspectivas y 
retos de su manejo en posesión de particulares, México, Porrúa, 2012, p. 62.

110		 Cfr. artículo 15, Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, 27 de abril de 2016.

ACCESO

• Los titulares de los datos personales pueden acceder a la información personal sobre
ellos, en posesión de terceros, para verificar si la misma es correcta y actualizada, así
como para conocer los fines para los que se utiliza.
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c. Los destinatarios.
d. El plazo de conservación o los criterios que serán utiliza-

dos para determinar el plazo.
e. La existencia de los derechos de rectificación, supresión y 

limitación de tratamiento o de oposición.
f. El derecho a presentar una reclamación.
g. Cuando los datos no se obtengan de su titular, información 

sobre su origen.
h. La existencia de decisiones automatizadas o de la elabora-

ción de perfiles.

El derecho de acceso generalmente es el principio del ejerci-
cio de los derechos de protección de los datos personales, al per-
mitir al usuario conocer el tratamiento de éstos.

En este caso no se observa una relación directa entre el de-
recho al olvido y el derecho de acceso a datos personales, ya que 
este último busca conocerlos y el primero, suprimirlos.

B. Rectificación111

El derecho de rectificación consiste en obligar al responsable 
de los datos personales a corregirlos en caso de que sean: a) erró-
neos o inexactos, es decir, que no corresponden a la información 
real; b) equívocos, que conducen a interpretaciones poco claras, 
o c) incompletos, si la información sólo es parcialmente cierta.112 
Aunado a ello, la LGPDPPSO preveía la corrección de datos 
personales cuando no se encuentren actualizados.113

111		 Cfr. Guía práctica para ejercer el derecho de protección a datos personales, cit.
112		 Cfr. Tenorio Cueto, Guillermo y Rivero del Paso, María, op. cit., p. 63.
113		 Cfr. artículo 45, LGPDPPSO.

• Cuando los datos personales resulten inexactos o incompletos se puede solicitar
al responsable de su tratamiento que los datos se corrijan.

RECTIFICACIÓN 



EDUARDO KANAHUATI FARES56

Es el derecho de solicitar que la información relacionada con 
la persona sea correcta, lo cual tiene una gran trascendencia si se 
consideran las posibles consecuencias de tener un dato erróneo 
en la vida de las personas. Tampoco se observa alguna posible 
confusión entre el derecho de rectificación y el derecho al olvido, 
ya que su objeto es corregir la información personal y no supri-
mirla.

C. Cancelación114

La cancelación es el derecho que tiene el titular de los datos 
personales de solicitar la supresión o eliminación de éstos en los 
registros del responsable, a efecto de que dejen de ser tratados.

La LFPDPPP, sin embargo, preveía que la cancelación no sea 
inmediata, sino que entren primero en un periodo de bloqueo, 
para que sean eliminados posteriormente;115 por tanto, en Méxi-
co el derecho de cancelación tiene que ver más con un bloqueo 
del dato que con su eliminación.116

No obstante, la LGPDPPSO establecía de forma amplia que 
el titular de datos personales podrá solicitar su cancelación en los 
archivos, registros, expedientes y sistemas del responsable, a fin 
de que no estén en su posesión y dejen de ser tratados, sin remitir 
a la figura del bloqueo.117

De igual forma, en el RGPD se prevé un derecho similar, con 
el nombre de supresión o de derecho al olvido, estableciendo que 
el titular de los datos personales tendrá derecho a obtener del con-

114		 Cfr. Guía práctica para ejercer el derecho de protección a datos personales, cit.
115		 Cfr. Gómez, Sofía, op. cit., p. 289.
116		 Cfr. Tenorio Cueto, Guillermo y Rivero del Paso, María, op. cit., p. 63.
117		 Cfr. artículo 46, LGPDPPSO.

• Se refiere a solicitar la eliminación de los datos personales en caso de que no
se utilizen o traten conforme a los fines señalados.

CANCELACIÓN
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trolador la eliminación de sus datos personales sin dilación, cuan-
do aplique alguno de los siguientes principios:118

	— Los datos personales que ya no sean necesarios para los 
fines para los que fueron recolectados o para otro trata-
miento.

	— El titular de los datos personales retire su consentimiento 
y no exista otro fundamento legal para su procesamiento.

	— El titular de los datos personales se oponga a su trata-
miento y no existan otros fundamentos jurídicos para su 
tratamiento.

	— Los datos personales se hayan tratado ilícitamente.
	— Los datos personales deban eliminarse para cumplir con 

una obligación conforme al derecho de la Unión Euro-
pea o de los Estados miembros a los que el controlador o 
responsable esté sujeto.

	— Los datos personales hayan sido recolectados para ofre-
cer servicios de la sociedad de la información conforme 
al artículo 8 del RGPD, apartado 1; es decir, cuando se 
trate de una oferta de servicio a menores de dieciséis 
años el tratamiento de datos personales es considerado 
como ilícito, salvo autorización de quien ostente la patria 
potestad del niño, niña o adolescente.

De igual forma, dicho artículo del RGPD establece que cuan-
do el responsable de tratamiento de los datos personales los haga 
públicos, estará obligado a suprimirlos, considerando la tecnolo-
gía disponible y los costos correspondientes, adoptando medidas 
razonables, que incluyan aquellas técnicas necesarias para infor-
mar a los responsables de la solicitud de supresión de cualquier 
enlace a los datos personales, o cualquier copia o réplica de éstos.

Finalmente, dicho precepto establece los casos en que no se 
puede hacer valer el derecho de supresión y que son aquellos en 
que el tratamiento es necesario para:

118		 Cfr. artículo 17, Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, 27 de abril de 2016.
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•	 Ejercer el derecho a la libertad de expresión e informa-
ción.

•	 El cumplimiento de obligaciones legales impuestas por 
el derecho de la Unión Europea o de los Estados miem-
bros, o para el cumplimiento de alguna tarea relacionada 
con el interés público o en el ejercicio de los poderes pú-
blicos conferidos al controlador de datos.

•	 Lo relacionado con razones de interés público en el ám-
bito de la salud pública.

•	 Temas con fines de archivo e interés púbico, de investi-
gación científica o histórica o estadísticos, en tanto que el 
derecho de supresión pueda imposibilitar u obstaculizar 
el cumplimiento de los objetivos del tratamiento.

•	 Para la formulación del ejercicio de defensa de reclama-
ciones.

En consecuencia, se vuelve fundamental la comparación en-
tre el derecho de cancelación y el derecho de supresión o dere-
cho al olvido, observando que en el marco jurídico mexicano sus 
alcances son limitados y poco claros, pues en el caso de relacio-
nes entre particulares procede un bloqueo en tanto finalizan las 
responsabilidades nacidas del tratamiento. En el caso estatal, lo 
que procede es que la dependencia o entidad pública elimine los 
datos de sus archivos, aunque en todo caso deberá analizarse la 
utilidad pública de preservar o no dichos datos.

De igual forma, el RGPD desarrolla causales específicas de 
eliminación y conservación, buscando un balance entre la protec-
ción de la vida privada y la utilidad pública de conocer la informa-
ción, aunque, como se analizará posteriormente, existen críticas 
respecto a los alcances y ejercicio de este derecho en particular.

Otra distinción importante es que el RGPD impone la obli-
gación al controlador de los datos de buscar suprimir los datos 
personales que pudieran ser copiados o replicados por terceros, 
por lo que la norma mexicana se limita a agotar la obligación 
con la supresión del dato en sus propios archivos únicamente.
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En suma, el efecto de la cancelación de datos personales o 
de la supresión mediante el derecho al olvido pareciera ser el 
mismo, pero lo que se buscará analizar en el capítulo tercero es 
si efectivamente nos encontramos ante derechos distintos y autó-
nomos o análogos.

D. Oposición119

Este derecho concede al titular de los datos la facultad para 
limitar su tratamiento salvo que éste sea esencial para la relación 
jurídica; en particular, acerca de obligaciones contractuales o dis-
posiciones normativas.120

No obstante, es fácil confundir el derecho de oposición con 
el derecho de cancelación y bloqueo, pues la ley no determina 
de forma clara sus diferencias.121 La LGPDPPSO definía al blo-
queo como la obligación de conservar los datos personales por 
los entes públicos una vez cumplida su finalidad o después de re-
cibir una solicitud de oposición, a efecto de determinar posibles 
responsabilidades durante su tratamiento.122 El bloqueo entonces 
operaba en las relaciones entre particulares y en las relaciones 
con autoridades o sujetos obligados, y la conservación para este 
efecto puede tener consecuencias de afectación para su titular.

Por otro lado, los supuestos en los que era procedente la opo-
sición conforme a la normatividad citada pueden resumirse en 
los siguientes:123

119		 Cfr. Guía práctica para ejercer el derecho de protección a datos personales, cit.
120		 Cfr. Gómez, Sofía, op. cit., p. 293.
121		 Cfr. Tenorio Cueto, Guillermo y Rivero del Paso, María, op. cit., p. 64.
122		 Cfr. artículo 3, fracción IV, LGPDPPSO.
123		 Cfr. Gómez, Sofía, op. cit., p. 293.

OPOSICIÓN 

• Es el caso en que se requiere el cese del uso de cierta información personal
para evitar un daño a su persona, o simplemente para que la información no sea
utilizada para ciertos fines específicos o por  ciertas personas. 



EDUARDO KANAHUATI FARES60

•	 Cuando existe una causa legítima que justifica el cese del 
tratamiento para evitar un daño y perjuicio.

•	 Cuando el titular de los datos personales manifiesta su 
intención de que su información no sea utilizada para 
ciertos fines comerciales o publicitarios.

•	 Cuando se requiera el cese del tratamiento automatiza-
do para evitar resultados que produzcan efectos jurídicos 
no deseados que afecten al titular.

Los puntos anteriores son ampliados en el RGPD, que reco-
noce además los siguientes supuestos:

•	 El derecho independiente a no ser sujeto automatizado 
de tratamiento de datos personales y el derecho a no ser 
sujeto a este proceso para la creación de perfiles.124

•	 La limitación del tratamiento de datos personales cuan-
do sean inexactos, hasta en tanto se resuelva dicha cues-
tión.125

•	 Cuando el titular de los datos personales se opone a su 
supresión y opta por la limitación de uso de éstos.126

•	 Cuando los datos personales ya no sean necesarios para 
las finalidades del tratamiento, pero sea necesario con-
servarlos para el ejercicio futuro de sus derechos.127

Como decía, es en ese sentido que el derecho de oposición 
puede confundirse con el bloqueo, porque no busca la supre-
sión definitiva de los datos, sino sólo limitar su uso; por eso tam-
poco tendría una analogía directa con los alcances del derecho 
al olvido.

124		 Artículo 22, Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, 27 de abril de 2016.

125		 Ibidem, artículo 5.
126		 Ibidem, artículo 18.
127		 Ibidem, artículo 17.
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E. Otros derechos relacionados con la protección 
de datos personales

Si bien los derechos ARCO ya han sido mencionados, exis-
ten otras figuras afines que son relevantes al hablar de la protec-
ción de datos personales, como el derecho de portabilidad de 
datos personales, reconocido por la antes vigente LGPDPPSO: 
“derecho a obtener del responsable una copia de los datos objeto 
de tratamiento en un formato electrónico estructurado y común-
mente utilizado que le permita seguir utilizándolos”.128

Por su parte, el RGPD reconoce los derechos ARCO, auna-
dos a los de portabilidad de datos, el de limitación de tratamien-
to, el derecho al olvido y el derecho a no ser sujeto de decisiones 
exclusivas basadas en procesos automatizados, incluida la elabo-
ración de perfiles.129

Otro aspecto importante es que no era aplicable la nor-
matividad de datos para actividades personales, por lo que no 
podrán aplicarse los derechos ARCO en ese contexto;130 esto 
resulta fundamental, ya que en ese supuesto los datos conside-
rados en estas actividades escaparían a la protección de datos 
personales, pero sin duda mantienen una relación directa con 
la esfera más íntima que busca proteger la privacidad. Con ello, 
tendríamos una primera distinción fundamental entre la pro-
tección de datos personales en sentido estricto, en específico, el 
derecho de cancelación, y el derecho al olvido, al estar limitado 
el primero a las actividades de orden comercial o institucional, 
pudiendo cuestionarnos si la supresión debe ser ajena a la esfera 
más íntima del individuo.

En definitiva la protección de datos personales cobra cada 
vez mayor importancia en México y en el mundo, por lo que 
entender sus alcances y figuras de protección puede ayudar a los 

128		 Artículo 57, fracción IX, LGPDPPSO.
129		 Cfr. Gómez, Sofía, op. cit., p. 293.
130		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 154.
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individuos a salvaguardar su privacidad y a ejercer su autodeter-
minación informativa, así como a conocer qué información co-
rresponde a un dato personal y cómo es procesada por quienes la 
recaban con fines registrales o comerciales, entre otros.

En México existe una distinción entre la protección de datos 
personales ante particulares y ante figuras estatales, lo cual obe-
dece a una distinción normativa entre las obligaciones de cada 
parte a las que le aplican leyes distintas; sin embargo, la defensa 
del derecho a la protección de datos personales en términos del 
artículo 16 de la Constitución Política como derecho humano no 
necesariamente requiere realizar una distinción tan puntualiza-
da entre los sujetos responsables de su tratamiento; por ello sería 
posible cuestionar si esta forma de regular los derechos de los 
usuarios no genera una mayor confusión entre las obligaciones 
correspondientes, por lo que pensar en una nueva regulación que 
clarifique los alcances de protección y delimitación, basada en la 
protección de los derechos de los titulares de datos personales y 
no en los entes que los traten, podría favorecer su comprensión, 
protección y respeto.

En este contexto, la regulación mexicana vigente, antes de la 
reforma de simplificación administrativa, buscaba establecer es-
tándares de protección de datos personales, lo cual es importante 
analizar y comprender a la espera de las nuevas disposiciones 
normativas que regularán la protección, el respeto y la garantía 
de este derecho humano.

II. Mecanismos de protección 
de los derechos ARCO

En este apartado se analizará el concepto habeas data para con-
textualizarlo en el sistema jurídico mexicano, y posteriormente se 
hará referencia a los mecanismos de protección de los derechos 
ARCO en México y su vigencia en el contexto social.
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1. Procedimiento de protección de datos personales

El ordenamiento nacional y las mencionadas LFPDPPP y 
LGPDPPSO preveían distintas figuras y procedimientos para 
asegurar la protección de los datos personales, por lo que distin-
guiré entre los mecanismos previstos en la primera para el sector 
privado y en la segunda para el sector público. Haré, de igual 
forma, mención del juicio de amparo como figura de protección 
y su relación con el habeas data, a efecto de poder concluir si es 
posible observar el reconocimiento y ejercicio de un derecho al 
olvido en México.

A. Entre particulares

La LFPDPPP reconocía tres tipos de procedimientos de pro-
tección de datos.

a. Protección de derechos

Se iniciaba a petición de parte ante el INAI cuando el so-
licitante no recibía respuesta del sujeto obligado en el término 
establecido en la ley aplicable o no se entregaba la información 
al titular de los datos personales, la respuesta era incomprensible, 
se respondía negativamente a la solicitud de realizar correcciones 
o modificaciones de los datos personales, o el solicitante no esta-
ba conforme por recibir una respuesta incompleta o que no co-
rresponda a lo solicitado; el INAI podía buscar una conciliación 
entre las partes y resolver sobre la procedencia de la solicitud de 
ejercicio de los derechos ARCO.131

b. Verificación

Era el procedimiento por el cual el INAI podía verificar el 
cumplimiento de la LFPDPPP y la normatividad entonces vigen-

131		 Cfr. capítulo VII, LFPDPPP.
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te de oficio o a petición de parte. Dicha verificación era de oficio 
cuando existía incumplimiento a resoluciones dictadas con mo-
tivo de procedimientos de protección de derechos o existía una 
presunción fundada y motivada de violaciones a la normatividad 
vigente.132

c. Imposición de sanciones

Era el proceso que podía iniciar el INAI cuando resolvía so-
bre la existencia de infracciones a la LFPDPPP derivados de los 
procedimientos anteriores, con el fin de determinar la sanción 
correspondiente.133

Los procedimientos mencionados no constituían un habeas 
data, al ser sólo administrativos de carácter conciliatorio y san-
cionador, sin implicar una intervención jurisdiccional.134 Tam-
poco tenían como fin buscar la conciliación entre las partes o 
sancionar al responsable del tratamiento de los datos personales 
por su incumplimiento ante la solicitud de ejercicios de derechos 
ARCO y el respeto a la normatividad vigente.

En contra de las resoluciones que resulten podía proceder el 
juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa; sin embargo, éste sólo tiene los alcances de calificar 
la legalidad del acto administrativo, pero no de asegurar la pro-
tección de derechos del individuo, por lo que tampoco constituye 
un procedimiento de habeas data. El siguiente criterio jurispruden-
cial es congruente con lo anterior:

Control difuso. Su ejercicio en el juicio contencio-
so administrativo. Si bien es cierto que, acorde con los ar-
tículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para 
hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia 

132		 Ibidem, capítulo VIII.
133		 Ibidem, capítulo IX.
134		 Cfr. Tenorio Cueto, Guillermo y Rivero del Paso, María, op. cit., p. 66.
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Constitución y en los tratados internacionales de los que el Esta-
do Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que 
constituye un control difuso de su constitucionalidad y conven-
cionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de 
constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competen-
cia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, 
a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y 
las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos 
medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el 
primero, la competencia específica de los órganos del Poder Ju-
dicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamen-
te el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, 
por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición 
de carácter general impugnada expresamente es o no contraria 
a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la 
obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan 
por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema 
de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, 
pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzga-
dor por razón de su función, prescindiendo de todo argumento 
de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio 
contencioso administrativo, la competencia específica del Tribu-
nal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de 
legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal 
puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula con-
ceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo 
el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de 
existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad 
y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición res-
pectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si 
considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bas-
tará con que mencione que no advirtió violación alguna de de-
rechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso 
y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus 
sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación 
jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argu-
mentos del actor, pues además de que el control difuso no forma 
parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo 
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convierte este control en concentrado o directo, y transforma la 
competencia genérica del tribunal administrativo en competencia 
específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de 
estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control 
difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces 
los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto 
que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que 
se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se 
ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial 
de la Federación tiene competencia primigenia respecto del con-
trol de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede 
abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda 
de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucio-
nalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará de-
clarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el 
control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados 
a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto 
en el sistema concentrado.135

Criterio que reitera que la competencia del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa es de legalidad y si bien puede 
ejercer un control difuso en tutela de los derechos humanos, esto 
no implica la obligación de realizar un estudio específico sobre 
la protección de los derechos humanos del titular de los datos 
personales.

No obstante, la siguiente tesis aislada señala que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación puede conocer de recursos de re-
visión en materia contenciosa administrativa cuando se realice 
control difuso de constitucionalidad de una norma general.

Facultad de atracción. La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación puede ejercerla para conocer de un re-
curso de revisión en materia contenciosa administra-
tiva, cuando en la resolución reclamada se realizó el 

135		 Tesis 2a./J.16/2014 (10a.), Suprema Corte de Justicia, Segunda Sala, 
abril de 2014.
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control difuso de constitucionalidad de una norma 
general. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación sostiene que, por regla general, no puede atraer para 
su conocimiento el recurso de revisión previsto en el artículo 104, 
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en virtud de que no goza de la misma naturaleza del 
recurso de revisión previsto en la Ley de Amparo, habida cuenta 
que constituye un medio de defensa previsto a favor de las auto-
ridades para defender la legalidad de sus actos. Sin embargo, la 
regla general en comento admite como excepción la atracción 
de un recurso de revisión en materia contenciosa administrativa, 
cuando en la resolución reclamada se realizó el control difuso de 
constitucionalidad de una norma general y en los agravios se im-
pugna la decisión respectiva, siempre que a juicio de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación la naturaleza intrínseca del caso 
revista un interés superlativo reflejado en la relevancia del tema 
(importancia), así como un carácter excepcional o novedoso que 
entrañe la fijación de un criterio normativo para casos futuros 
(trascendencia), de conformidad con lo previsto en el penúltimo 
párrafo de la fracción VIII del artículo 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.136

Lo anterior permitiría llegar a la conclusión de que en al-
gunos casos sí podría ser aceptado un análisis de control difuso 
de tutela de derechos humanos en las resoluciones del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, revisando su constitu-
cionalidad y convencionalidad. No está claro si dicho criterio da 
la posibilidad de constituir un procedimiento de habeas data, por 
lo que es fundamental tener claridad en la procedencia de los 
mecanismos jurídicos disponibles.

Aunado a que posteriormente la Segunda Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación determinó la improcedencia 
del juicio de nulidad en contra de las resoluciones del ahora ex-
tinto INAI, “porque de acuerdo con la reforma constitucional 

136		 Tesis 2a. XLVII/2019 (10a.), Suprema Corte de Justicia, Segunda Sala, 
agosto de 2019.
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publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de 
2014, la única vía para combatir estas resoluciones es el juicio 
de amparo”.137

Finalmente la LFPDPPP preveía sanciones pecuniarias y pe-
nales para los responsables que incumplían con la normatividad 
vigente; no obstante, dichas sanciones y penas eran consecuen-
cia de las violaciones normativas que determinaba el INAI, mas 
no un mecanismo de protección de derechos, ya que su fin era 
evitar que se cometieran conductas que atentaran contra los de-
rechos de los titulares de los datos personales, no se preveía la 
reparación del daño, misma que podía exigirse a través de otros 
mecanismos.

Aunado a lo anterior, no existían medidas cautelares que 
prohibieran la transmisión de la información personal, lo cual 
en el ecosistema digital sucede de forma inmediata, masiva y sin 
retorno, y puede generar un daño de imposible reparación.

B. Entre sujetos obligados

Por su parte, la LGPDPPSO preveía dos procedimientos de 
protección de datos.

a. De ejercicio de los derechos ARCO

En este caso los responsables habrían de establecer un pro-
cedimiento sencillo y gratuito para el ejercicio de los derechos 
ARCO, respetando los tiempos y principios reconocidos por la 
LGPDPPSO; los titulares de los datos personales debían hacer 
la solicitud a través de la Unidad de Transparencia correspon-
diente.138

137		 Tesis 2a./ J.31/ 2020 (10a.), Suprema Corte de Justicia, Segunda Sala, 
octubre de 2020.

138		 Cfr. capítulo II, LGPDPPSO.
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La LGPDPPSO establecía requisitos adicionales a la LFPD 
PPP para la procedencia de la solicitud de cancelación de datos 
personales y requería señalar las causas que motivaban la su-
presión. También en el caso de la oposición se requería señalar 
la causa legítima o situación que llevaba a solicitar el cese en el 
tratamiento, así como el daño o perjuicio que causaría su persis-
tencia, y las finalidades en las que se requería ejercer el derecho 
de oposición.139

Los requisitos anteriores implicaban una carga probatoria 
y argumentativa para el titular de los datos personales, porque 
imponían la obligación de justificar el ejercicio de los derechos 
ARCO y no así una carga para la autoridad de justificar la res-
tricción o improcedencia de su ejercicio.

De igual forma, se preveían dos procesos de impugnación en 
relación con el proceso de protección de derechos ARCO.140

1) Recurso de revisión. Era resuelto por los organismos garan-
tes establecidos por la LGPDPPSO, que podían corresponder al 
INAI en caso de que el recurso se presentara en contra de reso-
luciones de Unidades de Transparencia de entes que formaran 
parte de la administración pública federal, y de los institutos es-
tatales, en caso de resoluciones que impliquen a organismos es-
tatales o municipales.

Este recurso procedía en contra de resoluciones de solicitud de 
ejercicio de derechos ARCO con las siguientes características:141

a) Se clasificaban como confidenciales los datos personales 
que no cumplían las características señaladas en las leyes 
que resultaban aplicables.

b) Se declaraba la inexistencia de los datos personales.
c) Se declaraba la incompetencia por el responsable.
d) Se entregaban datos personales incompletos.

139		 Ibidem, artículo 52.
140		 Ibidem, título noveno.
141		 Ibidem, artículo 112.



EDUARDO KANAHUATI FARES70

e) Se entregaban datos personales que no correspondían con 
lo solicitado.

f) Se negaba el acceso, rectificación, cancelación u oposición 
de datos personales.

g) No se daba respuesta a una solicitud para el ejercicio de 
los derechos ARCO dentro de los plazos establecidos en la 
normatividad.

h) Se entregaban o ponían a disposición datos personales en 
una modalidad o formato distinto al solicitado, o en un 
formato incomprensible.

i) El titular se inconformaba con los costos de reproducción, 
envío o tiempos de entrega de los datos personales.

j) Se obstaculizaba el ejercicio de los derechos ARCO, a pe-
sar de que fuera notificada la procedencia de éstos.

k) No se daba trámite a una solicitud para el ejercicio de los 
derechos ARCO.

 l) En los demás casos que disponían las leyes.

2) Recurso de inconformidad. Era procedente en contra de las 
resoluciones del recurso de revisión emitidos por los organismos 
garantes estatales y sería resuelto por el INAI.

Este recurso era procedente en contra de resoluciones 
de solicitud de ejercicio de derechos ARCO con las siguientes 
características:142

a) Clasificaban los datos personales sin que se cumplieran las 
características señaladas en las leyes que resultaran apli-
cables.

b) Determinaban la inexistencia de datos personales.
c) Declaraban la negativa de datos personales, es decir: se 

entregaban incompletos; que no correspondían con los 
solicitados; se negaba el acceso, rectificación, cancelación 
u oposición; se entregaban o ponían a disposición en un 
formato incomprensible; el titular se inconformaba con 

142		 Ibidem, artículo 118.
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los costos de reproducción, envío o tiempos de entrega, 
o se orientaba a un trámite específico que contravenía lo 
dispuesto por el artículo 54 de la LGPDPPSO, esto es, 
cuando existía un trámite específico para solicitar el ejer-
cicio de derechos ARCO se debía informar al titular de 
los datos personales en máximo cinco días posteriores a 
la presentación de la solicitud para que decidiera cómo 
ejercerlos.

En el esquema 4 se explican los recursos previstos por la 
LGPDPPSO en relación con la resolución del procedimiento de 
ejercicio de derechos ARCO.

Esquema 4 
Recursos de resolución

Fuente: Elaboración propia.

b. Procedimiento de verificación

Correspondía al INAI y a los organismos garantes, según sea 
el caso, vigilar y verificar el cumplimiento de la LGPDPPSO,143 
pudiendo iniciarse de oficio cuando existían indicios que permi-
tieran presumir de forma fundada y motivada la existencia de vio-

143		 Ibidem, artículo 146.

Recurso de revisión.
Resolvía el INAI o los
organismos garantes

en contra de resoluciones
de unidades

de transparencia.

Recurso
de inconformidad.

Resolvía el INAI
en contra de resoluciones

de organismos
garantes.
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laciones a la normatividad vigente, o por denuncia del titular de 
los datos personales o cualquier persona que tenga conocimiento 
de hechos que violentaran lo dispuesto por la LGPDPPSO.144

Durante el proceso podían ordenarse medidas cautelares 
para proteger al titular de los datos personales145 y concluía con 
la resolución que establecía las medidas a seguir por el respon-
sable.146

Finalmente, se preveía la imposición de medidas de apremio, 
como la multa y la amonestación pública,147 así como sanciones 
de carácter administrativo, aunado a las que podían corresponder 
en el orden civil o penal.148

En el caso de los procedimientos establecidos por las enti-
dades públicas como responsables de tratamiento, tampoco se 
preveía la figura específica de habeas data, sino procedimientos 
administrativos de revisión de cumplimiento de la LGPDPPSO.

C. Responsables de atender solicitud de ejercicio de derechos ARCO

Es importante establecer la distinción de quiénes eran los res-
ponsables del tratamiento de los datos personales y, por ende, de 
atender las solicitudes de ejercicio de los derechos ARCO: los en-
tes privados debían designar a un oficial responsable, incluida la 
posibilidad de que dicha función fuera realizada por un tercero.149

En el caso de entes de naturaleza pública, los sujetos obliga-
dos podían designar a un responsable o a un oficial de protección 
de datos personales que formara parte de la unidad de transpa-
rencia.

En capítulos posteriores se ahondará en el tema de los res-
ponsables del tratamiento de datos personales.

144		 Ibidem, artículo 147.
145		 Ibidem, artículo 149.
146		 Ibidem, artículo 150.
147		 Ibidem, artículo 153.
148		 Ibidem, artículo 165.
149		 Cfr. Gómez, Sofía, op. cit., p. 276.
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D. Organismos garantes

Un aspecto fundamental en los mecanismos de protección de 
datos personales era el de los organismos garantes, definidos por 
la fracción XXIV del artículo 3 de la LGPDPPSO como “aque-
llos con autonomía constitucional especializada en materia de 
acceso a la información y protección de datos personales, en tér-
minos de los artículos 6 y 116, fracción VIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos”.150 Dichos artículos 
6 y 116, fracción VIII, indicaban lo siguiente, respectivamente:

La Federación contará con un organismo autónomo, especializa-
do, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio 
propio, con plena autonomía técnica, de gestión, capacidad para 
decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su orga-
nización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del 
derecho de acceso a la información pública y a la protección de 
datos personales en posesión de los sujetos obligados en los térmi-
nos que establezca la ley.151

VIII. Las Constituciones de los Estados establecerán organis-
mos autónomos, especializados, imparciales y colegiados, respon-
sables de garantizar el derecho de acceso a la información y de 
protección de datos personales en posesión de los sujetos obliga-
dos, conforme a los principios y bases establecidos por el artículo 
6o. de esta Constitución y la ley general que emita el Congreso de 
la Unión para establecer las bases, principios generales y procedi-
mientos del ejercicio de este derecho.152

Los organismos garantes correspondían al INAI y a los dis-
tintos organismos estatales. Conforme a la LGPDPPSO tenían 
funciones recíprocas a la competencia de las unidades de trans-
parencia y a los responsables del tratamiento de los datos perso-

150		 Artículo 3, fracción XXIV, LGPDPPSO.
151		 Artículo 6, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
152		 Ibidem, artículo 116.
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nales, y en el recurso de inconformidad el INAI tenía la autori-
dad para resolver, y en la LFPDPPP el Instituto era el facultado 
para vigilar la observancia y cumplimiento del ordenamiento 
normativo.153

E. Ejercicio de los derechos ARCO en México

Sobre el ejercicio de los derechos ARCO en México es im-
portante puntualizar que acorde con los resultados de la En-
cuesta Nacional de Acceso a la Información Pública y Protec-
ción de Datos Personales 2019, 95.9% de la población manifestó 
haber otorgado sus datos personales a alguna organización,154 
mientras que sólo 55.1% señaló que conoce o ha escuchado de 
la existencia de una ley encargada de garantizar la protección 
de datos personales; de ese 55.1%, 65.8% dijo no recordar el 
nombre y 18.6% refirió la LFPDPPP, lo que representa 10.2% 
total de la población. A su vez, 4.5% refirió leyes estatales de 
protección de datos personales para el sector público y 1.8%, la 
LGPDPPSO.

Otro dato relevante es que 3.9% de los encuestados presen-
tó una queja por uso indebido de sus datos personales y 18.6% 
declaró haber ejercido algún derecho ARCO: 48.3% el derecho 
de rectificación, y 45.1% el de oposición, con los siguientes por-
centajes específicos.

153		 Artículo 38, LFPDPPP.
154		 Cfr. Principales resultados de la Encuesta Nacional de Acceso a la Infor-

mación Pública y Protección de Datos Personales 2019 (ENAID), disponible en: 
https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enaid/2019/doc/enaid_2019_princi-
pales_resultados.pdf, pp. 74-94, consultado el 3 de marzo de 2021.



DERECHO AL OLVIDO... 75

Gráfica 1

Fuente: Principales resultados de la Encuesta Nacional de Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales 2019 (ENAID), p. 95, dis-
ponible en: https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enaid/2019/doc/enaid_ 
2019_principales_resultados.pdf, consultado el 3 de marzo de 2021.

Gráfica 2

Fuente: Principales resultados de la Encuesta Nacional de Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales 2019 (ENAID), p. 95, dis-
ponible en: https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enaid/2019/doc/enaid_ 
2019_princi pales_resultados.pdf, consultado el 3 de marzo de 2021.
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Cabe señalar que la acepción de origen hace referencia al co-
nocimiento de la forma en que se obtuvieron los datos personales 
por parte del responsable de su tratamiento.

De dicha encuesta obtenemos resultados interesantes sobre 
el poco conocimiento en México de los derechos ARCO y de la 
protección de datos personales.

Por otro lado, podemos encontrar información interesante 
y relevante sobre el ejercicio de estos derechos en la página del 
extinto INAI.

Cuadro 1 
Resoluciones en materia de protección 

de datos personales

Tipo de resolución Periodo Número

Protección de derechos 2012-2021 647

Verificación 2012-2021 1036

Imposición de sanciones 2012-2021 554

Fuente: Resoluciones en materia de Protección de Datos Personales en pose-
sión de particulares (sector privado), INAI, disponible en: http://inicio.inai.org.
mx/SitePages/Resoluciones_PDP.aspx, consultado el 3 de marzo de 2021.

De dichos datos podemos observar que las resoluciones emi-
tidas en procedimientos de protección de datos personales entre 
particulares representaban un número pequeño que puede no 
ser proporcional a la cantidad de titulares de datos personales en 
el país y de responsables respecto de su tratamiento.

Por otro lado, se obtuvieron los siguientes datos en relación 
con la LGPDPPSO.
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Cuadro 2 
Procedimientos derivados de la Ley General 

de Protección de Datos Personales en Posesión 
de Sujetos Obligados

Año Total

2017 1

2018 7

2019 6

2020 13

2021 13

40

Fuente: Resoluciones en materia de Protección de Datos Personales derivadas 
de la LGPDPPSO (sector público), INAI, disponible en: https://home.inai.org.
mx/?page_id=1641&op=2, consultado el 3 de marzo de 2021.

Es importante señalar que dichos procedimientos se compu-
tan a partir de 2017, año de publicación de la LGPDPPSO, por 
lo que no se revisó información anterior, aunado a que sólo se 
obtuvo información del INAI y no de otros organismos garantes.

En ese sentido, podemos señalar que el número de resolu-
ciones de procedimiento relacionados con los mecanismos de 
protección de datos en México, tanto en el sector público como 
en el privado, es aún pequeño, tomando como comparativo que 
en 2020 la Agencia Española de Protección de Datos, creada en 
1993, analizó más de 10,000 reclamaciones en el ámbito de su 
competencia, incluyendo la resolución de reclamaciones de ejer-
cicio de derechos.155

155		 Cfr. Memoria Agencia Española de Protección de Datos 2020, disponible 
en: https://www.aepd.es/es/documento/memoria-aepd-2020.pdf, consultado el 3 de 
marzo de 2021.
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Por lo que el ejercicio de los mecanismos de protección de 
nuestros datos personales y de los derechos ARCO parecen me-
nores en comparación con el crecimiento exponencial de su uso 
y tratamiento por entidades públicas y privadas.

En suma, los procedimientos antes vigentes en México para 
la protección de datos personales y en particular para el ejerci-
cio de los derechos ARCO tenían una naturaleza administrativa, 
con fines conciliatorios y de sanción, y no eran procedimientos 
ampliamente utilizados por la población.

Este panorama resulta relevante para entender el sistema es-
tablecido con resultados medibles sobre la protección de los datos 
personales en México, lo que lleva a preguntarse si existe otra 
vía además de la administrativa para proteger la privacidad y la 
autodeterminación informativa. Sobre todo ante el escenario de 
reformas en proceso que plantean modificar los alcances y enfo-
que de la protección de datos personales en México, lo que en el 
futuro deberá estudiarse de forma comparativa para concluir los 
avances o retrocesos en relación con el reconocimiento de dicho 
derecho humano.

2. Habeas data

Al hablar de los mecanismos legales que facultan el ejercicio 
y protección de los derechos ARCO debemos referirnos de igual 
manera a la figura del habeas data como una vía judicial de pro-
tección de datos personales, privacidad y la autodeterminación 
informativa.

Cabe señalar que el habeas data no está reconocido como tal 
por la legislación mexicana, y que si bien el derecho a la privaci-
dad puede garantizarse ante tribunales, incluso a través del jui-
cio de amparo, no existe una herramienta judicial efectiva para 
hacer valer el derecho a la autodeterminación informativa en la 
era digital.

Al referirnos al concepto de habeas data debemos iniciar se-
ñalando la importancia de su figura en América Latina, cómo lo 
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indicó Héctor Fix-Zamudio en su reconocimiento por la Consti-
tución paraguaya de 1992 y la Constitución Federal brasileña de 
1988, esta última, en relación con el conocimiento y rectificación 
de información en registros públicos o bancarios.156

Por su parte, Cyrus Farivar relaciona el habeas data con el ha-
beas corpus, al señalar que faculta al individuo para obtener infor-
mación personal de actores públicos o privados con el propósito 
de verificarla, modificarla e inclusive eliminarla.157 Esta relación 
es interesante y se asemeja a lo revisado anteriormente respecto 
al contenido de los derechos ARCO, en particular con el acce-
so, rectificación y cancelación, sin observarse la posibilidad de 
limitar los alcances del tratamiento de los datos a través de la 
oposición.

Al hablar de habeas corpus se hace referencia en su terminolo-
gía a tener el cuerpo (ante el juez), y el habeas data podría enten-
derse literalmente como tener los datos.158

El habeas corpus como concepto jurídico surge en Inglaterra 
en el siglo XII al buscar proteger la libertad corporal, y fue repli-
cado a través de la historia en distintos países; aunque en el caso 
de México no se prevea su concepción jurídica de forma expresa, 
el habeas corpus se encuentra subsumido en la protección que bus-
ca brindar el juicio de amparo, que protege la libertad como bien 
jurídico tutelado.

En ese sentido, Héctor Fix-Zamudio refiere que en el juicio de 
amparo existen distintos sectores, uno de ellos enfocado a la liber-
tad individual que busca proteger la libertad corporal y la integri-
dad, entre otros bienes jurídicos tutelados, llamado amparo-libertad o 
amparo-habeas corpus.159 Entonces, al hablar de habeas data en compa-

156		 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor y Valencia Carmona, Salvador, Derecho constitu-
cional mexicano y comparado, México, Porrúa, 1999, pp. 194 y 195.

157		 Cfr. Farivar, Cyrus, Habeas data, Nueva York, Melville House Publishing, 
2018, p. XVII.

158		 Bazán, Víctor, op. cit., p. 19.
159		 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, Ochenta años de vida constitucional en México, Mé-

xico, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 1998, p. 411.
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ración con el habeas corpus lo que se busca proteger es la autodeter-
minación informativa del individuo. Consecuentemente, para te-
ner un habeas data efectivo existen dos requisitos: la existencia de un 
ordenamiento que prevea dicha figura y la existencia de órganos 
de control específico que cuenten con garantías de independencia 
e imparcialidad.160

Sobre la figura de habeas data en Argentina, Néstor Pedro 
Sagüés señala que en el orden nacional tiene cinco fines funda-
mentales:161

a. Acceder al registro de datos.
b. Añadir datos omitidos o actualizarlos.
c. Corregir información inexacta.
d. Asegurar la confidencialidad de información que no deba 

trascender a terceros.
e. Cancelar los datos que puedan contener información sen-

sible, potencialmente discriminatoria o que afecta la pri-
vacidad de la persona.

Como podemos observar, en comparación con los derechos 
ARCO, el autor se refiere al acceso, rectificación y cancelación, 
sin mencionar la oposición, pero sí nombra la confidencialidad 
de la información como un fin del habeas data, lo cual se asemeja 
en el ordenamiento mexicano con la restricción prevista para el 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública con-
forme al artículo 6 de la Constitución Política, y a la obligación 
de confidencialidad prevista por el artículo 21 de la abrogada 
LFPDPPP.

Resulta también relevante que este autor limita la cancela-
ción sólo a aquellos datos que contengan información sensible, 
que pueda provocar discriminación o afectar la privacidad de 
la persona, elementos que no era necesario acreditar para soli-

160		 Cfr. Suñé Llinás, Emilio, La constitución del ciberespacio, México, Porrúa, 
2015, p. 2301.

161		 Cfr. Sagüés, Néstor Pedro, “El habeas data argentino (orden nacional)”, 
Derecho PUCP, núm. 51, 1997, pp. 177-191.
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citar la cancelación de un dato personal conforme a la norma-
tividad abrogada en México, ya que el titular de los datos tiene 
derecho a solicitar su cancelación en todo momento,162 excepto 
“por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden pú-
blico, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de 
terceros”.163

Constituye la opinión del autor un referente interesante de 
los alcances de la protección de datos personales en el continente, 
pero es riesgoso considerar el presupuesto de calificar la afecta-
ción a la privacidad de la persona o provocar discriminación, y 
luego cancelarlos, ya que este elemento subjetivo podría dilatar 
su ejercicio y condicionarlo a determinaciones arbitrarias que 
impidan su garantía, respeto y protección.

En la tesis aislada I.4o.A.790 A se refiere lo siguiente:

Transparencia y acceso a la información pública gu-
bernamental. El director general de Comunicación 
Social de la Procuraduría General de la República 
está obligado a procurar que los datos personales 
que divulga sean exactos y actualizados, así como a 
sustituir, rectificar o completar oficiosamente aque-
llos que publique y resulten inexactos o incompletos. 
El derecho fundamental de acceso a la información se encuentra 
previsto en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y su ejercicio está asociado, a manera de 
excepción o límite, con la acción conocida como habeas data, que 
se define como el derecho que asiste a toda persona a solicitar, 
mediante un proceso determinado, la exhibición de la informa-
ción contenida en registros —públicos o privados— en los cuales 
estén incluidos datos personales, para tomar conocimiento de su 
exactitud y, de ser pertinente, requerir la corrección o supresión 
de los inexactos u obsoletos, con sustento en el segundo párrafo 
del artículo 16 constitucional, que contempla los denominados 

162		 Cfr. artículo 25, LFPDPPP.
163		 Artículo 16, segundo párrafo, Constitución Política de los Estados Uni-

dos Mexicanos.
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derechos ARCO. Por otra parte, en relación con la información 
que se encuentra en poder de las dependencias gubernamentales, 
el artículo 20, fracciones IV y V, de la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental esta-
blece una serie de obligaciones que deben observar en cuanto 
al manejo o disposición de la información que hacen pública, y 
su artículo 3, fracción XIV, inciso a), prevé que la Procuraduría 
General de la República es un sujeto obligado al cumplimiento 
y observancia de la propia ley. En este contexto, se concluye que 
el director general de Comunicación Social de la Procuraduría 
General de la República está obligado a procurar que los datos 
personales que divulga sean exactos y actualizados, así como a 
sustituir, rectificar o completar oficiosamente aquellos que publi-
que y resulten inexactos o incompletos. 164

De lo anterior se colige que, en interpretación del Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, el habeas data es un derecho para solicitar, a través del pro-
ceso establecido, que se exhiban los datos personales contenidos 
en registros, a efecto de conocerlos y requerir su corrección o 
supresión, limitándolo al derecho a conocer la información, y no 
así a la protección del titular de los datos personales.

Después de esta breve comparación de referencias al habeas 
data como concepto jurídico, en cuanto a su adopción en el mun-
do, es importante señalar que no todos los países lo reconocen 
con dicha denominación; sin embargo, su utilización es recurren-
te en la doctrina; entendiendo que el principal objetivo del habeas 
data es proteger a los titulares de los datos personales de potencia-
les abusos en cuanto a su recolección y tratamiento.165

Por lo anterior, podemos concluir que al hablar de habeas data 
nos referimos a los mecanismos de protección jurídica del indivi-
duo para ejercer su autodeterminación informativa mediante un 
proceso judicial.

164		 Tesis Aislada P.I.4o.A.790 A, Tribunales Colegiados de Circuito, sep-
tiembre de 2011.

165		 Cfr. Bazán, Víctor, op. cit., pp. 62 y 63.
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Es importante analizar como medida de protección la figura 
del habeas data y ahondar en si realmente el amparo constituye un 
medio de protección idóneo para los objetivos que se busca con 
dicho concepto jurídico.

Ignacio Luis Vallarta preveía desde 1881 que el habeas cor-
pus busca proteger la libertad personal contra toda detención y 
prisión arbitrarias de la autoridad, mientras que el amparo es el 
proceso legal intentado para recuperar los derechos del hombre, 
concluyendo que el amparo era mucho más amplio conceptual-
mente, al no limitarse únicamente a la protección de la libertad 
personal.166

Aunado a ello, y como se señaló anteriormente, Héctor Fix-
Zamudio refiere que en el juicio de amparo existe el denominado 
amparo-libertad o amparo-habeas corpus, en conjunto con el amparo 
contra leyes, el amparo judicial, el amparo de lo contencioso ad-
ministrativo y el amparo agrario. En ese sentido, el amparo habeas 
corpus busca tutelar la libertad e integridad personales; entonces, 
si bien existen claras diferencias entre los dos conceptos y su de-
sarrollo y tradición histórica, el amparo implica la protección de 
la libertad e integridad personal.167

Al ver la similitud entre las figuras de habeas corpus y habeas 
data podría formularse la interrogante de si el amparo sería la 
forma efectiva de acercarse en México a un proceso de habeas 
data, ya que el control de nuestros datos personales y ejercicio 
de la autodeterminación informativa cobra cada vez una mayor 
relevancia en el orden social, o si el ejercicio de los derechos 
ARCO y de cualquier otro derecho relacionado con los datos 
personales, incluido al derecho al olvido, debe limitarse a proce-
dimientos de índole administrativa y de verificación de cumpli-
miento normativo.

Resulta que, en el caso mexicano, el amparo funge como un 
habeas data, que busca otorgar protección a los individuos y es la 

166		 Vallarta, Ignacio Luis, El juicio de amparo y el writ of  habeas corpus, México, 
Imprenta de Francisco Díaz de León, 1881, pp. 37 y 39.

167		 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, op. cit., pp. 413-415.
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garantía jurídica idónea para ejercer y exigir el respeto de los de-
rechos violentados cuando los procedimientos administrativos no 
permitan y tutelen su pleno goce y ejercicio.

Es importante considerar que el fin último del habeas data es 
asegurar la protección de los titulares de datos personales y el 
ejercicio del derecho a la autodeterminación informativa, sin li-
mitarse al ejercicio de los llamados derechos ARCO.

El ejercicio de los derechos ARCO a través de los meca-
nismos previstos para ello parece menor en relación con la re-
levancia y uso generalizado de nuestros datos personales en el 
contexto actual. Por ello, en México pudiera tener cabida el re-
conocimiento y ejercicio del derecho al olvido, más allá de la 
protección de datos personales y los derechos ARCO, a través del 
juicio de amparo.

En estos primeros capítulos se buscó entender los derechos 
o circunstancias que pueden relacionarse o ser un antecedente 
para hablar del derecho al olvido como un derecho independien-
te, y conocer el estado de las cosas, en México en particular, res-
pecto al reconocimiento y ejercicio de estos derechos.

Lo anterior si se parte del análisis de los conceptos de priva-
cidad, derecho a la privacidad, autodeterminación informativa, 
protección de datos personales y derechos ARCO, y se compren-
de que no se agota el ejercicio del derecho a la privacidad o la 
autodeterminación informativa con los procedimientos de pro-
tección de datos personales, ya que son derechos independientes 
y autónomos que no se limitan a su agotamiento con los recursos 
disponibles.

Es posible inferir que los recursos administrativos disponibles 
para la protección de datos personales y la figura de habeas data, 
o en este caso los recursos judiciales que pudieran resultar simi-
lares, permiten cierta protección del ámbito de otros derechos 
humanos reconocidos, pero no agotan el ejercicio y disfrute de su 
contenido y alcance.

El ejercicio de la protección de datos personales en Méxi-
co aún enfrenta retos y cuestionamientos, inclusive derivados del 
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conocimiento generalizado de la posibilidad de su ejercicio, así 
como de la necesidad de especialización de un instituto que los 
regule exclusivamente, pero no es dable suponer que el estableci-
miento de ese sistema de protección y la creación de los órganos 
garantes de la protección de datos personales asegure y agote la 
protección de otros derechos, como el de la privacidad y la auto-
determinación informativa. En el capítulo subsecuente se anali-
zarán la naturaleza y los alcances del llamado derecho al olvido.




